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                     PEREIRA 
            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL – FAMILIA

Pereira, veinte de junio de dos mil doce
Se decide el recurso de apelación oportunamente interpuesto por la señora Ana Ramírez González, respecto del auto del pasado 17 de abril,  mediante el cual el Juzgado Quinto Civil del Circuito Adjunto decretó la perención del proceso ejecutivo con título hipotecario que dicha demandante adelanta contra Gustavo y Darío Echeverry Correa y Fabio Rojas Rodríguez.    
ANTECEDENTES
En el auto apelado, la a-quo resolvió con fundamento en que el proceso ha permanecido por más de nueve meses inactivo, aplicar el artículo 23 de la ley 1285. Por tanto, declaró la perención; dejó sin efectos la demanda instaurada; ordenó la devolución de tal escrito y sus anexos sin necesidad de desglose; y dispuso el archivo del proceso.  

El recurso formulado se basa en argumentar acerca de la derogatoria de la norma en que se basó la decisión impugnada; y en aducir que no se le puede endilgar desidia alguna en la actuación procesal puesto que se está a la espera de que los ejecutados adquieran bienes que puedan perseguirse para la satisfacción total de la obligación por la cual se les ejecutó. Expresó para finalizar su alegato: “Todo parece indicar que las políticas de descongestión se malinterpretaron, cuando los jueces como si se tratara de deshacerse de pesados fardos, empezaron a remover lo que estaba en suspenso para aquietarlo definitivamente a través de la perención, sin considerar las situaciones particulares de cada caso, que como en el presente, tenía que quedar a la espera obligada de la consecución por parte de los demandados de algún otro patrimonio para responder por la obligación demandada. ¿Qué más puede hacer un abogado, cuando no tiene bienes para perseguir, distinto de tramitar la ejecución hasta la liquidación del crédito y las costas?”

CONSIDERACIONES
Debe comenzar por afirmarse que desde auto que se dictó el 20 de enero de 2011, este Tribunal en Sala Plena Especializada, citada de conformidad con lo previsto en el artículo 29, inciso 3º del Código de Procedimiento Civil, resolvió con objeto de sentar un precedente en este distrito judicial y al resolver un asunto similar, que la perención no estaba vigente y que de estarlo, no se aplicaba a procesos compulsorios en los que se hubiere dictado sentencia. Los argumentos expuestos en tal oportunidad se reiteran ahora.  

El artículo 23 de la ley 1285 de 2009 había establecido: 

“Mientras se expiden las reformas procesales tendientes a la agilización y descongestión en los diferentes procesos judiciales, adóptense las siguientes disposiciones:

a) Perención en procesos ejecutivos: En los procesos ejecutivos, si el expediente permanece en la secretaría durante nueve (9) meses o más por falta de impulso cuando este corresponda al demandante o por estar pendiente la notificación del mandamiento de pago a uno o varios ejecutados de un auto cuando la misma corresponda adelantarla al ejecutante, el juez de oficio, o a solicitud del ejecutado, ordenará la perención con la consiguiente devolución de la demanda y de sus anexos y, si fuera del caso, la cancelación de las medidas cautelares evento en el cual condenará en costas y perjuicios al ejecutante. El auto que ordene devolver la demanda es apelable en el efecto suspensivo, y el que lo deniegue, en el devolutivo.”

Según puede advertirse del inciso primero del artículo transcrito, la vigencia de la norma que había restablecido la perención suprimida por la ley 794 de 2003, era temporal. Quedó sometida a que se expidieran “las reformas procesales tendientes a la agilización y descongestión de los procesos judiciales.” De tal modo que al expedirse la ley 1395 de 2010 mediante la cual se adoptaron diversas medidas en ese sentido, entre ellas algunas relativas al proceso ejecutivo, perdió rigor lo previsto en la ley 1285 sobre perención, institución que volvió a desaparecer desde el 12 de julio de 2010 en que se expidió la citada ley 1395. Pero aun si perviviera, tampoco la perención sería viable comoquiera que en este proceso ya se dictó el fallo que dispuso la venta en pública subasta de los bienes inmuebles gravados con hipoteca, cuyo producto fue insuficiente para el pago del crédito, el mismo que se halla liquidado. Y si, como se consideraba por la doctrina procesal, ella no era más que un desistimiento de las pretensiones de la demanda como sanción a la inactividad de las partes,
 no podría configurarse en el evento de que ya se hubiere dictado sentencia ya que en tal caso no se llegaría a un abandono de las súplicas sino a desconocer el principio de la cosa juzgada. 

Asimismo, se observa que para el decreto criticado no se reparó en que, como se ha alegado, no podía tacharse a la accionante de haber cometido incuria en el despliegue de actividades dirigidas a asegurar el pago de que trata la ejecución. Siempre se consideró que la perención solo operaba como una sanción a la negligencia o inactividad de las partes de manera que si no puede establecerse en donde radicó la misma, porque el estado en que se hallaba el proceso no demandaba una actuación concreta en cuanto a su desarrollo, no podría fundarse válidamente un decreto en ese sentido. Si los demandados no tienen bienes conocidos sobre los cuales ejercer aprisionamiento con objeto de asegurar el pago insoluto, no se ve qué acción concreta podría desplegar la demandante para impulsar el trámite. 

Y puesto que en estos procesos se procura la satisfacción de derechos que provinieron de un título ejecutivo que en principio correspondería al deudor, es lógico pensar que el acreedor que obtuvo sentencia favorable a sus intereses y que tuvo que promover la acción dentro de un término para que no le prescribiera, puede esperar que las condiciones económicas del primero lo pongan en condiciones de responder por obligaciones avaladas por un fallo. De lo contrario, se le atribuyen cargas procesales difusas, por no decir, imposibles.  

Precisamente en este sentido, cabe aludir al salvamento de voto de la sentencia invocada por el a-quo, en el que se dijo: 

“Por otro lado, quiero indicar que disiento de la interpretación realizada en la providencia T-581 de 2011, referente a la posibilidad que le asiste al juez civil de decretar la perención a pesar de que se haya proferido la sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución, contemplada en el artículo 510 del Código de Procedimiento Civil. 

Lo anterior, por cuanto no se puede perder de vista que en ocasiones no existen bienes embargados y/o secuestrados que permitan al ejecutante solicitar el señalamiento de la fecha para el remate, por lo que entender que éste último debe mantener en constante movimiento el proceso, a pesar de que la actuación que seguiría – remate- no se puede llevar a cabo, implica imponer una carga adicional a quien no tiene manera de hacer cumplir de manera efectiva la obligación a su favor.” 

Aparte de lo cual, debe indicarse que las sentencias de tutela solo producen efectos interpartes, y sus disposiciones solo tienen trascendencia respecto del asunto particular del que se hayan ocupado, sin que pueda aspirarse a que sus pronunciamientos sean de aplicación general. 
En conclusión, no solo la perención está derogada sino que de existir no podría decretarse en lo que concierne con procesos de ejecución en que se hubiere dictado sentencia. Y admitiéndose en gracia de discusión que no fuera así, y que tal instituto jurídico tuviera vigencia, tampoco podría abrirse paso su aplicación porque no hay descuido u omisión que pueda atribuirse a la ejecutante. 

A mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA el auto de 17 de abril del presente año, mediante el cual el Juzgado Quinto Civil del Circuito Adjunto decretó la perención en este proceso. Sin costas.   

Notifíquese y devuélvase 
Fernán Camilo Valencia López
Magistrado 
� “La perención — también denominada caducidad de la instancia—, consiste en una sanción o consecuencia jurídica que el ordenamiento jurídico ha establecido cuando se presenta inactividad procesal de las partes, proveniente de su conducta omisiva o negligente en cuanto hace al cumplimiento de las cargas procesales que les ha impuesto el legislador con arreglo a su competencia para configurar los procedimientos judiciales. La perención es, pues, un instituto claramente inspirado en el principio dispositivo que informa al procedimiento civil, una de cuyas consecuencias más significativas es el impulso del proceso a instancia de parte. Por ello, solamente cuando la paralización del proceso se debe a la exclusiva negligencia o aquietamiento de las partes y no al incumplimiento de los deberes de impulso procesal de oficio atribuidos al órgano judicial, procede decretar la perención del proceso”. (SC-1101 de 2004 de la Corte Constitucional). 





� Salvamento del doctor Sierra Porto. 
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